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La libertad es, originalmente, un concepto que pertenece al mundo de las ideas individuales. Transformar la libertad individual en libertad colectiva significa pensarla antes que hacerla. “Sé que hay una libertad: la de pensamiento”, dijo el escritor francés Antoine De Saint Exupéry.

La libertad de pensamiento es la primera y más resistente de todas las libertades, puesto que de la existencia del pensamiento libre deriva el sentirse libre, y de este sentimiento provendrá el modo de ser. “Si no puedes ser lo que eres, se con sinceridad lo que puedas”, escribió Henrik Visen.

Si el ser se piensa libre, libre será, porque aun los peores tiranos que tuvieron éxito en conculcar las libertades materiales fracasaron al tratar de aniquilar las libertades espirituales.

La libertad de pensamiento, en consecuencia, es el cigüeñal que transfiere energía a todas las demás libertades individuales y colectivas; es la libertad original, la más íntima, la singular manera de manifestar –ante uno mismo y ante los demás– que nada ni nadie nos puede hurtar el derecho de pensar.

 “Proclamo en voz alta la libertad de pensamiento, y muera el que no piense como yo”, afirmó el escritor francés Paul Ambroise Valery.

Sin embargo, el mismo ejercicio de la libertad de pensamiento nos conduce a la primera encrucijada de todas las libertades, que consiste en pensar libremente para creer o no creer, pues el ser humano, en tanto que ser libre, tiene derecho a ambas cosas.

Pensar y creer son conceptos distintos. El primero es un proceso reflexivo; el segundo es irreflexivo, porque, en tanto que el pensamiento requiere de hechos demostrativos, al creer con creer le basta. “El laboratorio no es oratorio”, dijo Jesús Reyes Heroles. 

En consecuencia, la libertad de pensamiento no es sinónimo de libertad de creencia, porque la libertad necesita ser pensada, es decir, reflexionada, antes que ser creída. La libertad no es artículo de fe; es idea vuelta texto, es decir, idea materializada; es decir, ley. 

La libertad individual se transforma en libertad colectiva sólo a través de las leyes vueltas costumbres... o de las costumbres vueltas leyes.

El concepto de libertad de pensamiento individual es lo que origina el principio de las libertades colectivas, aquellas que mediante un “contrato social”, de acuerdo con la teoría de Juan Jacobo Rousseau, se convienen idealmente entre todos, o al menos entre la mayoría, para que las garantice y ministre el Estado, las administre el gobierno y las disfrute el pueblo. “We, the people”, dice en su primer párrafo uno de los contratos sociales más conocidos.

Ceder tu libertad personal en aras de la libertad colectiva parecería, en principio, una mala broma. Quizás a eso se deba que quien mejor resumió el significado de esta convención social no hay un filósofo sino el humorista español Enrique Jardiel Poncela: “Ser libre es dejar de depender de alguien para depender de todos”, dijo con evidente sorna, pero con certero realismo, porque la materialización del concepto personal de la libertad obliga a dejar en libertad a los demás. Después de todo, la libertad es el derecho a hacer lo que las leyes permiten. “Las armas os darán la independencia, las leyes os darán la libertad”, rubricó Simón Bolívar, romántico antonomástico metido a libertador. 

Bolívar acertó. En tanto la libertad de pensamiento individual se puede alcanzar inerme y por el pacífico sendero del derecho, la libertad de pensamiento colectivo hubo que ganarla por las armas. ¿Por qué? Porque siempre habrá quien se resista a ceder su libertad a otros, o quien quiera imponer su modo de pensar a los demás.

Pero ¿cuál es entonces la verdadera libertad?

Aunque en el teatro de las ideas sociales los términos “verdad” y “cierto” suelen aparecer como sinónimos, sus acepciones rara vez coinciden. 

La verdad es un concepto mayoritariamente asumido; pero no demostrado. El “Verdadero Hijo de Dios” de la latitud romana resulta una falsa deidad en el ecuador musulmán, porque la libertad de creencias hace que la verdad mute y se transforme de paralelo en paralelo. Así, por ejemplo: la libertad de pensamiento de aquí fue conculcada allá; la pena de muerte que se tolera aquí está prohibida allá.

¿Y qué hay de la libertad cierta?

Cierto no es lo creído por todos ni lo asumido por la mayoría. Cierto es sólo lo demostrado. Para demostrarnos qué tan libres somos, codificamos la Libertad en constituciones que nos la garantizan, aunque después la decodificamos en códigos civiles, penales o mercantiles que nos la limitan. Es decir, en leyes.

Constituciones las hay de todos los talantes, desde las que promueven las libertades del Contrato Social hasta las que las cercenan. Por eso, en tanto que las constituciones son un resumen idealizado de diversos conceptos de libertad, los códigos, las leyes secundarias y los tratados internacionales se encargarán de reglamentar el ejercicio materializado de ser libre.

Sin democracia no hay libertad

La libertad no es sólo cualitativa, sino cuantitativa. Se considera más libre a los seres que son gobernados por un régimen elegido mediante métodos democráticos y que se autorregula con leyes aceptadas por la mayoría. ¿Es ésa la verdadera libertad?

A la verdad no se llega por mayoría de votos. Cuando una parte de la especie humana pensaba que la Tierra era plana, un individuo, uno solo, demostró que no lo era. La consecuencia fue la represión del disidente, que, no obstante la certeza de lo que afirmaba, padeció coerción contra su libertad de pensamiento, y también contra su hijo más legítimo, la libertad de expresión de ese pensamiento.

Pero el mundo es justo en sí mismo, porque el derecho a escuchar es lo que hace importante e inconculcable a la libertad de expresión. En tanto existan los que deseen escuchar, existirán los que deseen expresar.

Si no toda verdad asumida es un síntoma inequívoco de libertad de pensamiento; si no toda ley aprobada es justa; si no todo gobierno democrático es fiel intérprete del significado de los códigos libertarios, ¿cuáles son entonces los caminos de la libertad?

James Russell Lowell decía que “la democracia otorga a cada uno de los hombres el derecho de ser el opresor de sí mismo”.

Pero a veces parece no bastar con la autolimitación de las libertades individuales, y democráticamente se elige a los legisladores para que se encarguen de oprimir ésta en aras de las libertades colectivas. Nuestros actuales tribunos han acuñado un término para explicarnos a los gobernados su propósito: “perfeccionamiento de las leyes”, le llaman.

Asumimos, entonces, que las leyes que garantizan y promueven nuestras libertades son, ante todo, imperfectas; que padecen el vicio de las malas interpretaciones; que se vuelven anacrónicas; que enferman de obsolescencias que convierten el gozo de la libertad en un suplicio; que resultan antitéticas porque, como dijo Vicenzo Gioberti, “los mayores enemigos de la libertad no son aquellos que la oprimen, sino los que la ensucian”, pues resultan sus falsos defensores o, en el mejor de los casos, disparatados promotores de ella.

Pongamos por caso el contenido del artículo séptimo de la constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, que en su párrafo primero garantiza que “es inviolable la libertad de escribir y publicar artículos sobre cualquier materia”. Su redacción data de 1917 y no cambió a lo largo de 91 años a pesar de su evidente anacronismo, pues a la libertad de “escribir y publicar” se debió sumar la de “filmar”, “grabar”, “transmitir”, “difundir”, etcétera, que derivaron del advenimiento del cine, la radio, la televisión e internet, ingenios tecnológicos que se desarrollaron en épocas posteriores, y cuya trascendencia volvió limitada, omisa y obsoleta la garantía individual de la libertad de expresión.

Esta “laguna” de tiempo y espacio permitió al legislador incurrir en al menos dos supresiones a la libertad de escribir y publicar. La primera de ellas, a través del Código Federal de las Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales, que prohíbe la publicación de encuestas de popularidad en vísperas de elecciones, lo cual contraviene el principio de inviolabilidad de la“libertad de escribir o publicar sobre cualquier materia”; y la segunda, a partir de las reformas al artículo 41 y su Ley Reglamentaria, Apartado “A”, que señala que “Ninguna otra persona física o moral, sea a título propio o por cuenta de terceros, podrá contratar propaganda en radio y televisión dirigida a influir en las preferencias electorales de los ciudadanos, ni a favor o en contra de partidos políticos o de candidatos a cargo de elección popular”.

Veamos algunas de las aberraciones de las reformas.

Todas las leyes tienen establecida dentro de su propia naturaleza una especie de relación costo-beneficio, pues, como decía José Vasconcelos, “las almas verdaderamente libres saben que no se conquista la libertad sino a costa del sacrificio de casi todas esas cosas que el vulgo confunde con la dicha”. O para decirlo de otra manera, las leyes son una relación lineal de derechos y obligaciones.

 Si la radio y la televisión no son mencionadas en el artículo séptimo, que garantiza el derecho a publicar sobre cualquier materia, por qué específicamente les atañe la obligación que se señala en el artículo 41, en el cual se les prohíbe no sólo la libertad de contratación, es decir, la libertad de comercio; es decir, la libertad de empresa, sino que se les obliga a censurar el contenido de lo potencialmente contratado, para evitar que lo que se difunda pueda “influir en las preferencias electorales de los ciudadanos”.

Una empresa de comunicación masiva no puede ser censor, porque de acuerdo con el artículo sexto, en vigor, “la manifestación de ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa”.

Es decir, que a la radio y la televisión, por un lado, se les excluye del disfrute de lo que el artículo séptimo garantiza y, por el otro, se les obliga a hacer lo que el artículo sexto prohíbe.

¿Qué hizo el legislador con estas reformas? Ensució la ley, pues con el pretexto de “perfeccionar” los procesos electorales de México, violó la libertad de expresión de los mexicanos.

Pero su arrojo fue más allá. 

En el Apartado “C” de la reforma al artículo 41 se lee lo siguiente: “en la propaganda política o electoral que difundan los partidos deberán abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos, o que calumnie a las personas”. 

Esto de “a las personas”, supongo, se refiere a los candidatos, porque a las personas comunes tal derecho ya les era garantizado en el artículo sexto, donde se refiere a “terceros”.

Como es imposible desentrañar el significado de lo que el legislador quiso decir, habrá que acudir al diccionario de la Lengua Española para aclarar sus significados.

Denigrar significa deslustrar, ofender la opinión o fama de una persona. Pero, cuidado, dice “una persona”, no “las instituciones” ni “los partidos políticos”. 

¿Y por qué el diccionario no se refiere a las instituciones ni a los partidos políticos como potenciales víctimas de deslustre? Pues porque el lingüista fue más sabio que el legislador, y sabe que una institución que cobra impuestos inequitativamente merece ser “deslustrada” por los ciudadanos a través de la libertad de expresión.

 Y el lingüista también sabe que un partido político que proponga la expropiación de la propiedad privada, no sólo será “deslustrado” sino combatido por los ciudadanos, y no sólo con la libertad de expresión sino muy probablemente con las armas.

En resumen, el Apartado “C” de la reforma al artículo 41 excede sobremanera las prohibiciones del artículo sexto, que limita la libre manifestación de ideas sólo cuando en su ejercicio se afecte la moral o los derechos de terceros, se incite al delito o se altere el orden público.

En ninguno de estos cuatro casos de potencial agravio se encontraría un partido político en campaña electoral, aunque sí pudieran estar sus candidatos. Pero en el hipotético caso de que lo estuvieran, ¿qué acaso el espíritu y la naturaleza misma de un proceso electoral no consiste en realizar la más amplia y transparente exposición y exhibición pública de ideas, vidas y obras?

Leyes inútiles debilitan las necesarias

Si lo que está sujeto a escrutinio es la calidad intelectual y moral de los candidatos, así como la plataforma ideológica de los partidos que representan, ¿será denigrar si se afirma que existen pruebas irrefutables de que el candidato de tal partido es susceptible al soborno? ¿Será delito decir que su partido incurre en desdoro al incluirlo en sus filas?

Reformar la ley para tratar de mantener en secreto lo que es público, resulta no sólo aberrante sino estúpido.

Nuestras libertades democráticas no mejorarán con este tipo de reformas; antes al contrario, resultarán percudidas por aquellos que al no poder oprimirlas las ensucian, como dijo Gioberti.

Es este un viejo defecto del legislador mexicano, cuya ignorancia enciclopédica lo ha llevado a redactar verdaderos absurdos que han ameritado más de 450 reformas, enmiendas y adiciones constitucionales a lo largo de 91 años.

Quizás el defecto fundamental radique en que el Congreso de la Unión, una vez constituido, es a la vez constituyente. Es decir, que está dotado de facultades metalegales para reformar las leyes fundamentales en cualquier momento, bajo cualquier circunstancia, con cual cualquier pretexto, pero sin contar con el personal adecuado para ello, sino con el de costumbre, que padece de muy malas costumbres, por cierto. 

Pruebas de la baja calidad intelectual del legislador mexicano existen desde la primera elección de diputados que se celebró en el entonces territorio de la Nueva España, en 1810, para que representaran a los habitantes de la colonia ante las Cortes de Cádiz.

De acuerdo con el Conde de Torreno, en su relato sobre la “Primera sesión de las Cortes de Cádiz”, “los diputados que se habían elegido [...] en las provincias de América [...] no pudieron llegar a tiempo, a fin de dirigir el difícil y complicado gobierno de una nación en guerra y de dotarla de una Constitución”.

En efecto, el primer diputado novohispano arribó a la isla de León, provincia de Cádiz, en octubre de 1810, casi un mes después de haberse celebrado la primera sesión. Otros dos arribaron en diciembre de ese año, con retraso de dos meses sobre la fecha inaugural, y el último de los 15 diputados novohispanos elegidos se presentó en Cádiz en 1812, casi dos años después del inicio de sesiones.

Fue menester nombrar a siete novohispanos radicados en España para que los suplieran temporalmente, pues varios de los elegidos recalaron en Mallorca antes de llegar a Cádiz, donde no la habrán pasado mal merced al estipendio de seis pesos fuertes diarios del que habían sido dotados por sus representados de Nueva España.

De manera que el legislador mexicano arrastra consigo, desde los albores del siglo xix, el pésimo antecedente de la impuntualidad, la incomparecencia y el desinterés para satisfacer las necesidades de sus representados, lo que lo ha llevado a producir leyes aberrantes y contradictorias que obstaculizan el sendero hacia la libertad. 

 En el texto original de 1917, artículo tercero, se leía que la educación en México era libre, pero la que impartiera el Estado sería laica. O sea, que la educación no era totalmente libre sino libre bajo ciertas condiciones.

Era la respuesta revolucionaria a la corriente de la educación positivista de finales del siglo xix y principio del xx, que fue impulsada por Justo Sierra, entre otros, y en la que se formaron varias de las mentes más preclaras de México.

Pero no demoró mucho la moda impulsada por ese laicismo trasnochado. En 1934 Lázaro Cárdenas ordenó la primera de las seis reformas que ha sufrido el artículo tercero, y el texto quedó así: “La educación que imparta el Estado será socialista.” 

De un plumazo y por decreto, la educación pública dejó de ser laica para convertirse en socialista. La moda duró menos de 12 años, porque en 1946 Miguel Alemán ordenó la segunda reforma al artículo tercero para decretar que la educación dejaría de ser “socialista” y pasaría a ser “armónica”.

Casi cada presidente de México decidió declarar la educación a su gusto. Primero “libre, pero laica”, después “socialista” y más tarde “armónica”. Lo milagroso del caso es que quienes habían estudiado con unos planes de estudios oficiales no tuvieron obstáculos para continuar su educación con otros planes de estudio que negaban, contradecían, refutaban y en ocasiones prohibían el contenido de los planes de estudios anteriores.

Como nadie en el gobierno parecía poder ponerse de acuerdo respecto a cómo debería ser la educación pública, cada mexicano hizo lo que quiso. De esta manera funcionaban las escuelas en las que se impartía educación religiosa, supuestamente prohibida, y todos, gobierno, instituciones y pueblo, se hacían de la vista gorda.

Pasamos de un Estado constitucional a un estado de cinismo constitucionalizado. Unos violaban la ley que les parecía injusta, y otros hacían como que no sabían que la ley era violada. Violar la ley se volvió no sólo una práctica empedernida de los mexicanos sino una especie de deporte nacional. 

Finalmente se hizo lo que había que hacer, que no era otra cosa que producir leyes que le sirvan al pueblo, que respeten su cultura, sus costumbres, sus preferencias. Leyes para que se cumplan.

Pero no ha sido el artículo tercero el único que ha sufrido los embates de los caprichos del legislador. Comparado con el artículo 73, que habla de las facultades del Congreso, el tercero está casi virgen, pues en tanto que al tercero lo reformaron en seis ocasiones, el 73 ha padecido 55 reformas; el 123 suma 21 y el 27 ya llegó a la décimosexta.

Otro campeón de las modificaciones constitucionales es el artículo 89 (facultades del Presidente), y tal ha sido el furor de los legisladores mexicanos por dotarnos de reformas, adiciones y toda clase de recursos de su bien dotado arsenal libertario, que de la tarea de hacer modificaciones no se escapó ni el artículo 135 de la Constitución, que sirve, precisamente, para modificar a todos los demás y se le invoca, concienzudamente, al principio del texto de cada decreto.

Ante la imposibilidad de modificar el desenfrenado espíritu innovador de los legisladores mexicanos, acaso lo más sabio sería abolir el artículo 135 para que dejaran en paz a nuestras libertades, pues privados de él sería imposible que incurriesen en ocurrencias como las nefandas reformas al artículo 41 de la Constitución, que contradicen y agravian a los artículos sexto y séptimo.

No es, pues, la falta de leyes sino el exceso de ellas el principal enemigo de la libertad, y en el caso del legislador mexicano, habría que darle la razón a Harry S. Truman, cuando expresó que “la libertad es el derecho de escoger a las personas que tendrán la obligación de limitárnosla”. 

En efecto, nosotros los escogimos en ejercicio de nuestras libertades. No resta sino escogerlos mejor. 

Pero no es menos cierto que nosotros no escogimos las leyes que nos dieron ni fuimos consultados sobre sus múltiples reformas, lo que ha resultado no sólo excesivo sino abusivo.

El propio texto del artículo 41 reformado lo confirma. Dice así: “El pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión”.

La redacción es tan mala que la palabra pueblo aparece con minúscula, en tanto que las palabras Poderes de la Unión fueron redactadas con mayúsculas en el texto original del proyecto de decreto, y a partir de este empequeñecimiento de un concepto y engrandecimiento del otro puede el ciudadano colegir hacia dónde apuntan los propósitos del Congreso de la Unión.

En este texto no quedan a salvo las ideas de Juan Jacobo Rousseau ni las de Emmanuel Syelles. El primero afirmaba que la soberanía residía en el Pueblo; el segundo que en el Estado, que es, por cierto, un concepto mucho más amplio que el de los “Poderes de la Unión”, pues Estado, de acuerdo con Herman Heller, significa población, territorio y gobierno, no sólo la forma administrativa como está organizado el gobierno a través de la división de poderes.

Pero tal vez el peor de los abusos sea la parte del proyecto de decreto que asegura que el pueblo ejerce su soberanía “por medio” de los Poderes de la Unión, lo que ubica al pueblo como un subordinado de los poderes, y no a la inversa.

“Somos esclavos de las leyes para poder ser libres”, sentenció Marco Tulio Cicerón.

La Independencia

Los términos “libertad” e “independencia” suelen confundirse. Repitamos a Jardiel Poncela: “Ser libre es dejar de depender de alguien para depender de todos.” Independencia y libertad son, sin embargo, conceptos diferentes, porque la independencia es el medio en tanto que la libertad es el fin. De allí que el fin libertario, derivado de la autodeterminación de un pueblo, legitime a casi todo movimiento independentista.

La consumación de la independencia supone la inauguración de las libertades, pero no siempre es así. Largo es el camino que los pueblos deben recorrer entre un movimiento que rompe las cadenas que lo atan a la metrópoli colonial, y un movimiento que consolida las libertades que se anhelan.

México está por cumplir dos siglos de ser independiente, pero aún no ha cumplido diez años de haber inaugurado las libertades políticas de los mexicanos a través de una reforma electoral que parecía justa, pero que los partidos políticos y el legislador se han encargado de pervertir.

Algunos aducen que la no reelección consecutiva impide el natural proceso de maduración de los legisladores, que con el paso del tiempo se harían más expertos, certeros y sabios. La realidad comprueba que, ante la imposibilidad de la reelección consecutiva, un nutrido grupo de legisladores alterna su permanencia en ambas cámaras, sin que los resultados para sus representados mejoren con el tiempo. Por lo tanto, no es asunto de tiempo lo que impide a los mexicanos el gozo pleno de sus libertades; es de incapacidad legislativa, pues no es el interés de los ciudadanos el que está representado en las cámaras sino el de los partidos políticos, que como partes del total han convertido al todo en minoría.

En efecto, en México el Pueblo es minoría y los partidos políticos son mayoría. Mayoritariamente deciden qué es lo que soberanamente conviene al Pueblo, pero “a través” de los Poderes de la Unión.

Hay remedos de consulta al Pueblo, pero no existe el plebiscito (es decir, la ley que la plebe de Roma establecía separadamente de las clases superiores de la República, a propuesta de un tribuno).

En México las “clases superiores” continúan decidiendo por el Pueblo. ¿O qué acaso no se autodenominan como “el Supremo Gobierno” o “Suprema Corte de Justicia”?

Pues bien, esta “supremacía” no es legítima sino hurtada al Pueblo, y por tanto una supremacía falsa y atentatoria contra las libertades, pues su cesión no deriva de un proceso popular sino de una autoconcesión que se hicieron los supremos poderes de la Unión.

Por supuesto tampoco existe el referéndum, que es el acto de someter al voto popular directo las leyes o actos administrativos para ratificación por el Pueblo.

No existe porque de acuerdo con el legislador mexicano, que al fin y al cabo es una asamblea de constituyentes constituidos, las leyes que ellos aprueben o enmienden ya están ratificadas puesto que, otra vez, “el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión”, y tal ejercicio legitima cualquier decisión legislativa por aberrante que sea, injusta que parezca o impráctica que resulte.

Una vez más, el abuso de los partidos políticos en perjuicio de las garantías de los individuos.

¿Y cómo hacer los individuos para que los partidos políticos les devuelvan el derecho al plebiscito y al referéndum que le hurtaron, si son ellos quienes aprueban las leyes y quienes las enmiendan?

¿Habrá entre los Poderes de la Unión algún ser que deje de ser guardián de los intereses de su facción partidista para convertirse en estadista?

¿Habrá quien anteponga el gozo de la libertad de todos al de unos cuantos?

¿Habrá quien llegue a la conclusión de que consultar al Pueblo no es malo, porque el que pregunta no se equivoca?

Si no lo hay, confiemos en que la paciencia del mexicano sea interminable, porque de lo contrario estamos ante una libertad abstracta.

Woodrow Wilson dijo que “la historia de la libertad es la de la lucha por limitar el poder del gobierno”. En efecto, lo es. Sólo el gobierno, bueno o malo, impuesto o elegido, se interpone entre la libertad y el individuo. Cuando lo hace como ministrador y administrador responsable y generoso, acierta en lo conceptual y en lo concreto. Cuando lo hace como regulador interesado en el ejercicio del poder por las partes, abusa y desacierta, porque la suma de las partes, sobre todo si se trata de partes políticas, nunca alcanza un entero. El único entero es el Pueblo. La universalidad de su entereza deriva de lo siguiente: la especie humana nace libre y está condenada a ser libre, porque la libertad, cuando se tiene, no es para soñarla sino para ejercerla. 

Del ejercicio de la libertad individual deriva la libertad plural. Cuando se plebiscita a la plebe, se pluraliza el derecho individual. Lo confirma Benedetto Croce: “La libertad es singular, siempre que exista la libertad plural.”

¿Por qué entonces el ejercicio de la soberanía del Pueblo debe ser “por medio de los Poderes de la Unión”, como afirmó el proyecto de decreto de reformas a los artículos 41?

¿Qué magnífico obstáculo evita que el Pueblo sea consultado, si tiene garantizada de antemano la libertad de expresión y el libre ejercicio de sus ideas?

¿A cuánto asciende el altísimo costo que hace inviable la celebración de un referéndum para que sea el Pueblo quien decida como serán los procesos electorales, cuánto deben gastar los candidatos, y si es legal o ilegal adquirir espacios para criticar a los partidos políticos?

Si los partidos políticos creen que los ciudadanos son tan volubles como para que mensajes de radio y televisión puedan influir en sus preferencias electorales, ¿qué les hace suponer que no lo son ante los mensajes dirigidos a través de los medios impresos o internet?

Y, en todo caso, si son influenciables a través de los medios masivos, también lo son a través de los partidos políticos y, ¿por qué a una forma de influencia se le considera negativa, perniciosa e ilegal, y a la otra positiva y legal?

La libertad política no es propiedad de los partidos sino de los ciudadanos. Son éstos y no aquéllos quienes deben decidir qué formas de propaganda política son aceptables y cuáles no lo son; pero no por medio de los Poderes de la Unión sino por sí mismos, pues a través de estas reformas absurdas el legislador no sólo decidió ser el medio por el cual el Pueblo ejerza su soberanía, sino su psicoanalista, que decide qué puede influir en las preferencias electorales de los ciudadanos y qué no.  

Pareciera que, al imponérsele la tutela del Legislativo, el mexicano aún no está apto para la libertad, y tan no lo está que es necesario que su tutor decida por él.

Otra libertad conculcada por la reformas es la libertad de asociación, garantizada constitucionalmente y, sin embargo, proscrita en la reforma electoral, que prohíbe “cualquier forma de afiliación corporativa” a los partidos.

Lo que debería estar prohibido es la afiliación forzada, mas no la afiliación de grupos homogéneos de ciudadanos que se asocian libremente para defender un interés común, pues para eso, y no otras cosas, son las asociaciones.

Esta parte del decreto resulta antitética, pues si hay libertad para asociarse, también la hay para no asociarse, de manera que resulta absurdo prohibir lo garantizado.

El legislador confundió la libertad de asociación con la libertad de elección y de adhesión. Si bien el sufragio debe ser universal, libre, secreto y directo, y la afiliación al padrón de ciudadanos debe ser individual, la adhesión a grupos políticos puede ser singular o plural. ¿O qué otra cosa han hecho los miembros de mutualidades, uniones, confraternidades, sindicatos y clubes políticos a lo largo de la historia cuando deciden apoyar las candidaturas de un partido?

Conocidas las rivalidades entre los actuales líderes de las fracciones parlamentarias con los líderes de sindicatos, como el de los maestros, pareciera que esta parte de la reforma es una herramienta ad-hoc para cobrar venganza contra aquellos que habiendo sido afiliados corporativamente, decidieron desafiliarse también corporativamente para fundar otro partido, sólo que en el acto vengativo se priva de esa libertad no sólo a los miembros del sindicato en cuestión sino a todos los ciudadanos. 

Una vez más, el legislador no reforma la ley sino que la ensucia, pues entre sus afanes prima el desquite político de su partido por sobre las garantías individuales de todos.

Y además, pero no menos importante en materia de restricción de libertades, al reservar a los partidos políticos la exclusividad de registro de candidatos a puestos de elección popular, la ley reserva el ejercicio de la política como coto exclusivo de los políticos profesionales y excluye a los ciudadanos que no lo son.

Ideal sería que un gran médico presidiera la Comisión de Salud de la Cámara de Diputados, por ejemplo; pero no, la preside un político profesional que tiene poca o nula experiencia en cuestiones de salud pública. Ideal también sería que fuera un gran ingeniero quien encabezara la Comisión de Obras Públicas; pero, como en el caso anterior, quien la preside es un político profesional.

Es decir, las mentes más preclaras, los más diestros, aquellos que han dedicado gran parte de su vida profesional a trabajar en las ciencias y las humanidades están excluidos del selecto grupo que puede crear leyes para las ciencias y las humanidades, pues por dedicarse al ejercicio de las profesiones liberales no son políticos profesionales, y por no ser políticos profesionales no pueden aspirar a ser candidatos a puestos de elección popular, excepto en el caso de que un partido político los adopte y los adapte, por ser las únicas instituciones con patente pare ello.

Pareciera como si el ser ciudadano fuese un terrible inconveniente. Como si la ciudadanía significara la pérdida inmediata de todos los derechos políticos: el de expresarse libremente, el de asociarse libremente, el de postularse libremente.

Todos esos derechos están bajo amenaza de acuerdo con las reformas al artículo 41. Todos excepto uno: votar.

El legislador dejó al ciudadano el derecho de votar porque el voto es lo único que le interesa, en tanto que el voto popular lo legitima. Todo lo demás del proceso electoral quedó bajo custodia exclusiva del legislador y los partidos.

¿Será por eso que el Apartado “C” de la Ley Reglamentaria de ese artículo señala que en lo sucesivo “la propaganda política o electoral que difundan los partidos deberá abstenerse de expresiones que denigren a las instituciones y a los propios partidos”? 

Suena lógico. Una vez hurtados los derechos de los ciudadanos y a cargo del ejercicio de la soberanía, para los partidos políticos era necesario establecer un pacto, que aunque dificultoso y efímero, produjo el resultado deseado en ese momento, que era la sustitución de tres consejeros del Instituto Federal Electoral para que cada uno de los tres partidos con más asientos en el Poder Legislativo pudiera designar al de su predilección.

El proceso, que algunos llamaron histórico, resultó un acto de humorismo involuntario, pues era como si tres tahúres, archiconocidos por los trucos que realizan con los naipes, y que gozan fama pública de tramposos, se hubieran puesto de acuerdo para jugar una partida, pero cada uno tratando de imponer al repartidor de cartas de sus confianzas. 

El paso siguiente será ir a las elecciones con cartas marcadas “por consenso”, o sustituir el resultado del voto popular por un resultado que a los tres jugadores convenga, es decir, lo que ellos llaman “resultado de amplísimo consenso”.

En víspera de la celebración del segundo centenario de la Independencia y primero de la Revolución, las libertades de los ciudadanos están siendo conculcadas por los legisladores, que sesión tras sesión no terminan de parir sandeces y abortar necedades.

Al Pueblo sólo le resta un camino para neutralizar el abuso legislativo: recuperar el ejercicio de su soberanía a través del referéndum, como lo han hecho las sociedades europeas para sofrenar con éxito el exceso de los parlamentarios, que fueron elegidos para deliberar sobre lo conveniente y garantizar las libertades individuales y colectivas, no para reducirlas.
� Martín Riquer et. al., Reportaje de la historia, Barcelona, Planeta, tomo II, pág. 401.








